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		Tasas municipales. La Tasa de Seguridad e Higiene: cuando se carece de local dentro del territorio municipal 

Por el Dr. Richard Leonardo Amaro Gómez 


	
	A la luz de un interesante fallo de la justicia de la Provincia de Córdoba.

Objeto:
El fin perseguido por este artículo es analizar un reciente fallo de la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación de la Provincia de Córdoba de Junio de 2012, que se pronunció sobre una supuesta tasa de seguridad e higiene, que pretendía cobrar la Municipalidad de Malagueño, a un contribuyente que carecía de local en el ejido municipal.

Primeramente analizaremos la naturaleza jurídica de las tasas así como también su relación con la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos, para finalmente adentrarnos al análisis del caso.

Naturaleza jurídica de las tasas. Marco general.
Doctrinariamente, las tasas son una especie de tributo que constituyen el medio de financiación de un servicio público divisible de demanda real, que satisface una necesidad pública o colectiva, siendo el hecho generador de la obligación jurídica tributaria una prestación individualizada al contribuyente por parte del Estado. Es decir, la prestación individualizada del servicio público al contribuyente es el hecho imponible que genera la obligación pagar el tributo. Lo expuesto hace que las tasas sean los tributos que más se asemejan a los precios del derecho privado, ya que por su pago se obtiene a cambio un servicio público estatal, ya sea nacional, provincial o municipal.

La prestación del servicio público debe ser necesariamente efectiva e individualizada para que se habilite su exigencia. Caso contrario, no existirá hecho imponible para que se configure la tasa. Y en el supuesto que su cobro se exija más allá de toda prestación, no estaríamos ante una tasa sino ante un impuesto. Recordemos que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho en numerosas oportunidades, entre ellas, en el caso “Cía. Química S.A. vs Municipalidad de Tucumán” del 3 de Septiembre de 1989, que: “que todos los precedentes citados presuponen, empero, la existencia de un requisito fundamental respecto de las tasas, como es que al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio relativo a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente (Fallos: 236:22 y su cita)” (8).

El resaltado en negrita es nuestro.

En consecuencia, si no existe demanda real de un servicio que se efectivice e individualice en un sujeto, no podría cobrarse tasa alguna.

A esto se suma que la Ley N° 23.548, que es la denominada Ley de Coparticipación Federal de Impuestos, regló en el inciso b) del artículo 9 que las provincias que adhieran a la misma, lo harán mediante ley especial que disponga:

“Que se obliga a no aplicar por sí y a que los organismos administrativos y municipales de su jurisdicción, sean o no autárquicos, no apliquen gravámenes locales análogos a los nacionales distribuidos por esta Ley.

En cumplimiento de esta obligación no se gravarán por vía de impuestos, tasas, contribuciones u otros tributos, cualquiera fuere su característica o denominación, las materias imponibles sujetas a los impuestos nacionales distribuidos ni las materias primas utilizadas en la elaboración de productos sujetos a los tributos a que se refiere esta ley, esta obligación no alcanza a las tasas retributivas de servicios efectivamente prestados, salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente”.

Por ende, salvo las excepciones expresamente consagradas en la ley antes mencionada cómo lo son los impuestos: sobre la propiedad inmueble, sobre la propiedad automotor, sobre los ingresos brutos, de sellos y, a la trasmisión gratuita de bienes; el resto de los tributos tanto a nivel provincial como municipal, deben sujetarse a las limitaciones que exige la ley.

De todo lo expuesto hasta aquí se desprende que, salvo las excepciones entre las cuales cabría mencionar las tasas retributivas por servicios efectivamente prestados, los tributos que guarden analogía con los nacionales coparticipados, son inconstitucionales por vulnerar una ley nacional, en este caso, la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos.

En lo que respecta a la tasa de seguridad e higiene, este tributo que tiene un peso de gran importancia en la recaudación provincial, tiene por hecho imponible, en general, el servicio de control y revisión del cumplimiento de las normas de seguridad, salubridad e higiene, por parte de los establecimientos o locales comerciales, industriales y de prestación de servicios radicados en la jurisdicción municipal.

El principio general indica que debe haber un local o establecimiento para exigir su cobro. Sin embargo, no siempre ha sido así dado que hay ordenanzas de las comunas que establecieron que no será requisito para configurar el hecho imponible de las tasas, la existencia de local o establecimiento. Así como también hay ordenanzas que trataron gravar el mero ejercicio de actividades comerciales, industriales o de servicios en el municipio, que se efectúen a través de intermediarios.

No obstante lo antes expuesto, no podemos dejar de recordar el fallo “Laboratorios Raffo S.A. c/Municipalidad de Córdoba”, en el cual la Corte Suprema de Justicia revocó la sentencia de un tribunal provincial que había convalidado la denominada “Contribución que incide sobre el Comercio, la Industria y las Empresas de Servicios” exigida por la Municipalidad de la Ciudad de Córdoba, a un sujeto que no poseía ningún local en el ejido municipal. Al carecer de establecimiento, no había una prestación efectiva, concreta e individualizada por parte del municipio.

En consecuencia, podría sostenerse que más allá de que existan ordenanzas municipales que pretenden cobrar la tasa de seguridad e higiene, sin la existencia de un local del contribuyente en la jurisdicción del municipio, mientras no existan servicios concretos, precisos e individualizados, se puede cuestionar su exigencia.

El pronunciamiento del tribunal provincial
En la causa “YPF S.A. c/Municipalidad de Malagueño - Plena Jurisdicción” del 27 de Junio de 2012, la Cámara Administrativa de Primera Nominación de la Provincia de Córdoba se expidió sobre una pretendida contribución que un municipio de Córdoba pretendía cobrar a YPF (en adelante el contribuyente), por presuntos servicios prestados, cuando la compañía carecía de un local dentro del territorio municipal.

Al respecto, la compañía expuso como argumento no poseer establecimiento alguno que habilite al municipio el cobro de la tasa, ya que resultaba imposible que se le preste un servicio divisible. Desde este enfoque, se vulneraba lo normado en la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos, ya que la presunta tasa es en realidad un impuesto dado que no existía una contraprestación precisa y concreta.

En contrapartida, el municipio sostuvo la legitimidad del tributo denominado “Contribución por los Servicios de Inspección General e Higiene sobre la Actividad Comercial, Industrial y de Servicios”, cuyo hecho imponible contemplaba:

• El ejercicio en el ejido municipal de actividades comerciales, industriales, de servicios u otras a título oneroso y;

• Las prestación por el municipio de los servicios contemplados por la norma y cualquier otro no retribuido por un tributo especial y que tienda al bienestar general de la población.

Esta legitimidad sostenida por la demandada se fundó por parte de la misma, en normas de carácter constitucional que reconocen la autonomía tributaria de los municipios.

El tribunal, luego de analizar los argumentos sostenidos por ambas partes, se pronunció a favor del contribuyente revocando la sentencia apelada y haciendo lugar a la demanda, por considerar que:

• La “Contribución que incidía sobre la Actividad Comercial, Industrial y de Servicios”, no era una tasa sino un impuesto dado que no había una prestación concreta, efectiva e individualizada en el contribuyente, ya que la compañía carecía de local o de establecimiento en el municipio.

• Al ser un impuesto, vulneraba el artículo 9 inciso b) de la Ley 23.548 que prohíbe que por medio de tasas retributivas de servicios se apliquen tributos locales análogos a los nacionales coparticipados.

La reflexión final
Según lo veo, la importancia capital que reviste este fallo radica en que el tribunal de la Provincia Córdoba, siguiendo la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, falla acertadamente a favor del contribuyente, marcando un límite a la potestad tributaria del municipio, sin necesidad de recurrir a instancias superiores, cómo ocurrió en el caso Raffo.

De esta manera, nuevamente se deja sentado que para que un municipio este habilitado a exigir el pago de una tasa, debe existir servicios divisibles concretos al contribuyente. En el caso de la tasa de seguridad e higiene, la prestación de dichos servicios requiere inexorablemente de la existencia de un local u otro tipo de asentamiento en la jurisdicción municipal.

Ya pasaron casi más de tres años, desde que la Corte se expidió de manera categórica en el fallo Laboratorios Raffo y hasta el día de hoy dicho antecedente sigue resonando. El fallo analizado en este artículo es una clara muestra de ello.

Todo esto demuestra que siempre que la justicia decida tomar el camino correcto a la luz de las normas y de la doctrina, su eco marcará el camino para los futuros pronunciamientos.
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